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Acta No. 398 de 3 de agosto de 2017

Expediente No. 66001-31-03-005-2017-00056-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el apoderado de la señora María Fidelina Herrera de Ossuna, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, el 14 de junio último, en la acción de tutela que la recurrente instauró contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira, a la que fue vinculada la señora Alba Ligia Acosta Granada.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado de la accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 La señora Alba Ligia Acosta Granada formuló proceso ejecutivo contra la accionante, a fin de obtener el pago de cuatro letras de cambio, por un valor total de $2.300.000. Esa demanda correspondió al Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira, el que decretó el embargo del salario que la ejecutada devengaba como empleada del Departamento de Obras Públicas del municipio de Pereira.
1.2 En virtud a que la señora Acosta Granada instauró otra acción de igual naturaleza para obtener el pago de $500.000, el juzgado de conocimiento decidió unificar las demandas y procedió a elaborar “una liquidación parcial de las mismas”. Además liquidó y pagó los títulos existentes entre los años 2005 y 2012, por $2.508.174.

1.3 El 19 de mayo de 2015 el proceso fue trasladado al Juzgado Segundo Civil de Descongestión Municipal, para que continuara con el trámite posterior. Este despacho, por auto del 13 de marzo de 2015, decidió modificar y actualizar la liquidación inicial elaboraba por el juzgado demandado, con el fin de determinar el valor insoluto de la obligación. En esa misma providencia le reconoció personería jurídica para actuar en nombre de la señora María Fidelina Herrera Ossuna.    

1.4 En virtud a lo anterior, el 25 de mayo siguiente solicitó corregir la liquidación del crédito. A ello procedió el juzgado de descongestión, pues no se habían tenido en cuenta todos los títulos judiciales existentes hasta el momento. El 25 de junio realizó una nueva liquidación y decidió separar las demandas para tenerlas como principal y acumulada. 
1.5 En las anteriores liquidaciones se incurrió en errores aritméticos ya que se realizaron desde el año 2005, a pesar de que se había liquidado parcialmente en el 2012 y actualizado en el 2015. Además se dejaron de incluir los títulos que existían en el juzgado demandado y los cuales nunca fueron traslados al de descongestión, a pesar de que este los solicitó.

1.7 Como las deducciones realizadas al salario de la actora y los listados de títulos no coincidían, acudió al Banco Agrario para pedir información del crédito y fue en este momento cuando se dio a conocer el yerro advertido. Esto fue comunicado a la Juez Segunda Civil Municipal, quien le solicitó un mes para revisar el proceso. Sin embargo, luego de transcurridos tres meses, decidió proseguir con él, liquidó el crédito y canceló los remanentes a la parte demandada de acuerdo con lo dispuesto en el citado auto de 25 de junio de 2015. Dicha tasación se encontraba acorde con los listados del juzgado, de la cual solo quedaba un remanente de $573.531,09. No obstante el error continuaba, porque según el Banco Agrario, el crédito ya se había cancelado.
1.8 Con posterioridad le elevó al juzgado accionado las siguientes solicitudes: a) mediante derecho de petición del 19 de diciembre de 2016, volvió a dar a conocer el citado error, pero a ello se hizo caso omiso, se dejaron de reintegrar los dineros no utilizados en la liquidación, con sus respectivos intereses, se dio por terminado el proceso con la orden de devolver las sumas restantes a la parte ejecutada, luego del pago de los citados remanentes; b) el 19 de enero de este año, le manifestó a la funcionaria accionada que aceptaba dicha resolución si le aclaraba cuáles fueron los títulos o depósitos judiciales utilizados en la liquidación total de la deuda y cuáles son los que sobraban a favor de su poderdante, de acuerdo con el reporte del Banco Agrario. En respuesta indicó que no podía tener en cuenta el derecho de petición, pues lo adecuaría a una actuación judicial, la que “sacó por las ramas… negándome la petición”; c) el 13 marzo pasado le puso en conocimiento los títulos que no fueron utilizados en la liquidación y le indicó que los de las vigencias 2016 y 2017, deberían ser restituidos; d) de igual manera, el 27 de ese mismo mes, le manifestó que solamente les reintegraron $1.050.000, correspondientes a los años 2016 y 2017, mas no los títulos de 2004 a 2008 y 2011, frente a lo cual, dicha funcionaria se limitó a decir que sobre ello ya se había pronunciado y e) el 24 de abril último solicitó al juzgado le comunicaran si existían títulos adicionales para reintegrar, a lo cual le contestaron en forma negativa.

1.9 Para finalizar cuestionó que si a la demandante le retuvieron más de $14.000.000, tal como aparece en el reporte del municipio de Pereira; el último reporte del Banco Agrario, en el cual faltaban títulos, es de $13.412.311; la deuda fue pagada con $11.146.586 y solo se reintegraron $1.050.000, dónde quedó el resto del dinero descontado?  
2. Considera lesionado el derecho al debido proceso. Para su protección, solicita se ordene al juzgado accionado restituir los títulos que dejaron de ser utilizados en la liquidación del crédito, con los intereses a que haya lugar por el error aritmético no subsanado.  
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto de 30 de mayo último se admitió la demanda y se ordenó vincular a la señora Alba Ligia Acosta Granada.
2. En el trámite de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La doctora Luz Adriana Corrales Restrepo, quien para el 1º de junio de este año fungía como Juez Segunda Civil Municipal de Pereira, indicó que se remitía a la actuación adelantada en el proceso objeto del amparo.
2.2 La señora Alba Ligia Acosta Granada, por medio de apoderado, se opuso a las pretensiones de la tutela con sustento en que este medio no puede ser utilizado como una instancia adicional de las ordinarias ni para alegar cuestiones que por incuria dejaron de ser planteadas dentro del proceso respectivo.
2.3 La Dra. Elizabeth Rueda Luján, vinculada por ser la funcionaria que se desempeñaba como titular del despacho accionado mientras se tramitó el proceso en el que encuentra la actora vulnerados sus derechos, dijo que las partes son quienes elaboran la liquidación del crédito mientras que el juzgado solo la revisa y decide si la aprueba o no. En este caso, el despacho partió de la última liquidación aprobada, para tener en cuenta los términos corridos, los capitales e intereses adeudados desde ese entonces. Además, de cada una de las liquidaciones se corrió traslado y luego de su aprobación o modificación, fueron notificadas y quedaron en firme. Por último dijo que el amplio transcurso del tiempo para pagar la deuda, obedeció a que el porcentaje descontando del salario de la ejecutada fue mínimo. 
3. Mediante sentencia de 14 de junio pasado la funcionaria de primera instancia declaró improcedente el amparo solicitado y ordenó la desvinculación de la señora Alba Ligia Acosta Granada y de la Dra. Elizabeth Rueda Luján.
Para decidir así, estimó, luego de referirse a los hechos más relevantes del trámite surtido con ocasión a la liquidación del crédito en el proceso ejecutivo adelantado contra la actora, que los supuestos errores aritméticos en que se incurrieron, han debido ser alegados en las etapas procesales respectivas y no cuando el proceso se encontraba terminado. En efecto, las solicitudes que al respecto elevó el apoderado de la actora, se formularon luego de que la aprobación de las liquidaciones respectivas quedara en firme, sin que este mecanismo constitucional pueda ser utilizado para suplir ese proceder y revivir esos términos procesales. 
4. Inconforme con el fallo, el apoderado de la demandante lo impugnó. Alega que la funcionaria de primera instancia profirió una decisión que no guarda congruencia con los hechos y pretensiones de la acción de amparo y dejó de garantizar el pleno goce del derecho, ya que se abstuvo de analizar el principal sustento de la tutela, el error aritmético en que incurrió el juzgado accionado, pues de haberlo hecho habría encontrado que: a) las liquidaciones del crédito realizadas fueron eficientes pero no eficaces, al carecer de valor alguno; b) tal yerro ha debido ser subsanado oficiosamente, máxime cuando el 14 de julio de 2016 el Banco Agrario puso en conocimiento los estados financieros respectivos, a lo cual hizo caso omiso; c) los listados de títulos del citado Banco y los del juzgado difieren porque los primeros demuestran que se empezaron a pagar desde el 29 de diciembre de 2005 hasta el 17 de marzo de este año, mientras los segundos iniciaron de cero a partir del 25 de junio de 2015 sin aplicación de aquellos; d) por auto del 12 de mayo de 2016 el juzgado de conocimiento informó que de acuerdo con la base de datos del Banco Agrario existía un depósito por $3.307.579, valor que fue pagado a la demandante y restado a los saldos de la liquidación realizada. Mediante providencia de 12 de enero de este año se indicó que en el Banco existían títulos suficientes para pagar el saldo restante del crédito y así poder dar por terminado el proceso y proceder a devolver los títulos que sobraran a la parte demandada, sin indicar a cuáles se refería, pese a que estos debían ser por valor de $2.007.077 y e) la funcionaria accionada hizo caso omiso a las solicitudes que elevó para que se enmendara ese error.   
Solicita se apliquen las medidas necesarias para solucionar el yerro aritmético y se ordene al juzgado demandado restituir los títulos recibidos por valor de $2.007.077.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar, en primer lugar, si en este caso se cumplen los requisitos de procedencia de la tutela frente a decisiones judiciales  y si en aquellas a que se refiere la accionante, se incurrió en defecto de tal naturaleza, que justifique conceder el amparo reclamado.
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

En relación con el segundo de tales presupuestos generales, para que proceda el amparo constitucional frente a decisiones judiciales es menester que el supuesto afectado haya agotado los mecanismos de defensa con que contaba en el propio proceso. Por lo tanto, debe acreditar que desplegó todos aquellos que le ofrece el ordenamiento jurídico para la defensa de los derechos que considera vulnerados, porque de no ser así perdería la tutela su característica de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual para convertirse en uno de protección alternativo o principal. Así lo ha explicado la jurisprudencia de la Corte Constitucional
:

“El tercer inciso del artículo 86 constitucional establece que la tutela “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. A partir de esto, se ha dicho que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario, en la medida que su procedencia se encuentra sometida al agotamiento de los medios ordinarios y extraordinarios de defensa con los que cuenta el accionante o a la demostración de su inexistencia.

 

Dentro de la misma línea, la Corte ha señalado que la acción de tutela es también complementaria de los procedimientos ordinarios, ya que es, en esencia, un mecanismo judicial de origen constitucional de evidente carácter residual que está previsto para asegurar la tutela efectiva y sustancial de los derechos constitucionales fundamentales, y, por ello, sólo procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial.

 

Este principio reafirma que la acción de tutela exige el agotamiento del medio ordinario de defensa, pues ésta acción no fue pensada ni diseñada para suplir los procedimientos ordinarios ni mucho menos para enmendar los errores o descuidos de las partes en el proceso. Dentro de esa comprensión: “la Corte ha sostenido, de manera reiterada, que la acción de tutela es improcedente cuando con ella se pretenden sustituir mecanismos ordinarios de defensa que, por negligencia, descuido o incuria de quien solicita el amparo constitucional, no fueron utilizados a su debido tiempo
”
 

En igual sentido, la Corte Constitucional, en sentencia T-753 de 2006 señaló que:

 

“Frente a la necesidad de preservar el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, se ha sostenido que aquella es improcedente si quien ha tenido a su disposición las vías judiciales ordinarias de defensa, no las utiliza ni oportuna ni adecuadamente, acudiendo en su lugar a la acción constitucional. Ello por cuanto que, a la luz de la jurisprudencia pertinente, los recursos judiciales ordinarios son verdaderas herramientas de protección de los derechos fundamentales, por lo que deben usarse oportunamente para garantizar su vigencia, so pena de convertir en improcedente el mecanismo subsidiario que ofrece el artículo 86 superior.”
No es posible por tanto acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni resulta factible emplearla como medio alternativo de los ordinarios o extraordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para reemplazarlos, salvo, se repite, cuando se pretenda evitar un perjuicio irremediable.

4. Las pruebas recogidas en el proceso y la inspección judicial realizada en primera instancia
, acreditan los siguientes hechos:

4.1 Por auto del 7 de febrero de 2008, se aprobó la liquidación inicial del crédito presentada en el proceso ejecutivo promovido por la señora Alba Ligia Acosta Granada contra María Fidelina Herrera de Ossuna, radicado bajo el No. 2005-00125; el 25 de enero de 2010 se dispuso la acumulación del proceso radicado bajo el No. 2009-00177. 
4.2 Mediante proveídos del 18 de julio de 2012
, del 11 de marzo
 y del 25 de junio de 2015
 se modificó la liquidación del crédito.
4.3 El 3 de marzo de 2016 la parte ejecutante presentó liquidación del crédito
. Por su parte, el 30 de marzo siguiente, el apoderado de la ejecutada se pronunció para manifestar que: a) existen títulos que se dejaron al margen en la liquidación del crédito realizada por el Juzgado Segundo de Ejecución Civil Municipal, en razón a que no se logró el cruce de cuentas con el juzgado accionado y por tanto el monto a reintegrar sería de $1.202.539,33; b) a partir de mes de agosto de 2015 y hasta esa fecha, la retención de los títulos se empezó a realizar a favor del Juzgado Segundo de Ejecución Civil Municipal, por tanto pide su devolución; c) teniendo en cuenta el saldo restante de la liquidación y el valor de los títulos judiciales consignados al despacho, más los que fueron desembolsados por el Municipio de Pereira a órdenes del citado juzgado de ejecución, lo descontado supera el monto de la deuda, por tanto solicitó se realice la liquidación total el crédito, se reintegre el respectivo remanente y se levante la medida de embargo y d) informó que existen títulos retenidos por el Municipio de Pereira y reportados por el Banco Agrario que no coincide
.
4.4 Mediante proveído de 12 de mayo de 2016 se declaró terminado el proceso por pago total de la obligación de la demanda acumulada, se ordenó la entrega de depósitos judiciales por valor de $3.305.579 a la parte actora y se aclaró que la demanda principal continuaba vigente porque a esa fecha se presentaba un saldo.

Para así decidir, consideró que para resolver la diferencia entre las liquidaciones presentadas por las partes, se debía actualizar la última que fue aprobada, tomando como referencia que al proceso se acumuló una segunda demanda “lo que al parecer no tuvo en cuenta el apoderado del demandado (sic)”; procedió entonces a sumar a los dos capitales adeudados, los intereses de mora debidos entre el 26 de junio de 2015 y el 12 de mayo de 2016, a ese último capital, además, le aumentó los “intereses debidos”, les adicionó las costas comunes y les restó el valor, para finalmente obtener un saldo de $573.531
.   
4.5 Por auto de 30 de noviembre de 2016 se negó la solicitud de terminación del proceso en razón a que la providencia de 12 de mayo anterior se encontraba debidamente ejecutoriada, al igual que las liquidaciones del crédito que la sustentó, frente a las cuales no se formuló objeción alguna. Además, se adujo, la parte que estuviera en desacuerdo con la aprobación de la liquidación ha debido agotar los recursos de ley
.  
4.6 En escrito del 7 de diciembre de 2016 el apoderado de la ejecutada manifestó que aceptada la decisión adoptada el 30 de noviembre anterior y pidió que le hicieran devolución de los títulos que no fueron tenidos en cuenta en las liquidaciones realizadas, pues existen depósitos desde el año 2005 que ya fueron pagados a la demandante, pero hasta la fecha le siguen descontando a su poderdante los rubros respectivos
.
4.7 Mediante providencia del 12 de enero de este año se declaró terminado el proceso ejecutivo de que trata la demanda principal por pago total de la obligación, se ordenó cancelar los títulos a la demandante por valor de $573.531,09 y la devolución de las sumas restantes a la ejecutada, así como las que se lleguen a generar, se dispuso levantar la medida de embargo decretada y se negó el derecho de petición elevado por el apoderado de la demandada, porque frente a un trámite judicial, no se aplican las disposiciones de la Ley 1755 de 2015 ni el artículo 23 de la Constitución Política
. 
4.8 El 16 de ese mismo mes el apoderado de la accionante volvió a elevar solicitud, esta vez para que le informaran cuáles son los depósitos judiciales que fueron utilizados para liquidar la totalidad de los títulos y cuáles no, con la especificación del valor, el día del depósito y la fecha en que el juzgado ordenó el pago de cada uno. “De lo contrario me opongo al contenido de la Resolución, y solicito me concedan la apelación del proceso”
.    

4.9 En proveído del 21 de febrero siguiente se indicó que la información solicitada se encuentra en el expediente y señaló los folios en que obran los reportes de depósitos judiciales expedidos por el Banco Agrario, en los que aparece el número, la fecha de la consignación y del pago y el estado de cada uno. De igual manera en las órdenes de pago proferidas, consta la fecha y el número del título, así como el número del oficio y el beneficiario de la orden. Todo lo anterior surge de las liquidaciones del crédito en firme, en las cuales se incluyen los títulos judiciales comprendidos entre cada corte. Finalmente, si la parte demandada no encuentra satisfecha su pretensión con lo resuelto, no es posible conceder el recurso de apelación al tratarse de un proceso de mínima cuantía
.  
4.10 En respuesta al requerimiento realizado por esta Sala, la Juez Segunda Civil Municipal indicó que la liquidación inicial del crédito, al igual de la de las costas, fue aprobada sin objeción y de sus cuatro actualizaciones la única que fue objetada fue la última, en relación de la cual se procedió a revisar las presentadas por las partes y, luego de los ajustes respectivos, fue aprobada por medio de auto de 12 de mayo de 2016
.

5. Surge de lo anterior que la señora María Fidelina Herrera de Ossuna no empleó los medios ordinarios de protección con que contaba en el proceso para obtener lo que pretende sea decidido por vía de tutela. 
En efecto, si consideraba que en las liquidaciones del crédito realizadas en el proceso ejecutivo que la señora Alba Ligia Acosta Granada promovió en contra, se incurrió en error aritmético ha debido objetarlas. Sin embargo, a ello solamente procedió respecto de la última, a pesar de que en esta se tuvieron en cuenta los valores determinados en las tres anteriores liquidaciones que fueron aprobadas sin objeción y que en consecuencia se encontraban en firme. Así mismo, frente a los autos que aprobaron esas liquidaciones no se interpuso recurso alguno.

En esas condiciones, resulta claro que se halla ausente el segundo de los presupuestos generales para que proceda el amparo contra providencias judiciales, de conformidad con la jurisprudencia que atrás se transcribió.

Y es que el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que han debido ser resueltas en el propio proceso, escenario adecuado previsto por el legislador para ello, por los funcionarios competentes y que no lo fueron por negligencia o descuido de las partes; tampoco replantear una situación que ya se valoró, interpretó y definió por la jurisdicción ordinaria, ni dar a la tutela connotación de un recurso frente a decisiones que se encuentran en firme.

En conclusión, como no es posible acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni resulta posible emplearla como medio alternativo de los mecanismos ordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para suplir la negligencia del interesado a la hora de emplearlos, el amparo solicitado resulta improcedente y así se declarará.

6. De acuerdo con todo lo anterior, se confirmará la sentencia impugnada.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley
R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad, el pasado 14 de junio, en la acción de tutela que la señora María Fidelina Herrera de Ossuna, promovió contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira, a la que fue vinculada la señora Alba Ligia Acosta Granada.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA
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